SEGUNDO INFORME COMPLEMENTARIO DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código de Procedimiento Penal para perfeccionar las normas sobre libertad provisional y proteger a las personas ante la delincuencia.


BOLETÍN Nº 2.176- 07.


_________________________________








HONORABLE SENADO:





	En conformidad con lo acordado por la Sala el 4 de noviembre en curso, en el sentido de devolver el proyecto de ley de la referencia a la Comisión para revisarlo a la luz de las observaciones que se le formularon, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de complementar su segundo informe relativo a dicha iniciativa legal.





	Cabe recordar que en la oportunidad mencionada, además, se aprobaron reglamentariamente el artículo 1º, Nºs. 1, 3 –que pasa a ser 6 del texto que proponemos- y 4 –que pasa a ser 7-, y el artículo 2º -este último de carácter orgánico constitucional-, con el voto favorable de 29 HH. señores Senadores.





	Concurrieron a una de las sesiones en que se discutió el proyecto el H. Senador señor Sergio Fernández y el H. Diputado señor Patricio Walker.





	Asistieron también, especialmente invitados, el Subsecretario del Interior, señor Guillermo Pickering, el jefe de la Unidad Coordinadora de la Reforma Procesal Penal, señor Rafael Blanco, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Claudio Troncoso, los asesores del Ministerio de Justicia señores Raúl Tavolari y Cristián Riego, el asesor del Ministerio del Interior, señor Jorge Vives y el profesor señor Jorge Bofill.





- - -








	La Comisión, en primer lugar, analizó el debate suscitado en la Sala con ocasión de nuestro segundo informe, y solicitó el parecer de los señores representantes del Ejecutivo.





	El Subsecretario del Interior, señor Pickering, señaló que, si bien estima que  el proyecto aprobado por la Comisión en su segundo informe no es inocuo –como algunos señores parlamentarios han sostenido-, sino que mejora la situación actual, siempre puede ser enriquecido.





	Pidió, sin embargo, que en lo posible se adopten con rapidez las decisiones que se juzguen conveniente, a fin de que los cambios que introducirá esta iniciativa en el funcionamiento de los tribunales guarde correlación con el esfuerzo que se ha hecho por aumentar el número de efectivos de Carabineros en las calles para reforzar la presencia policial, lo que genera a la vez un efecto disuasivo en los delincuentes y de mayor protección en la ciudadanía. Lamentó que actualmente este esfuerzo se vea frustrado por la rapidez con que los tribunales otorgan la libertad provisional a los procesados, e incluso, la libertad incondicional a los inculpados de hechos como aquellos a los que se aludió durante el debate en Sala, en circunstancias que fueron presenciados por los televidentes, porque todo ello da una sensación de impunidad que lleva a los ciudadanos a perder la confianza en las instituciones.





	El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, señor Troncoso, señaló que es preciso compatibilizar la innegable urgencia en solucionar el tema de la delincuencia con una buena solución procesal. Subrayó que no puede considerarse a la libertad provisional como el principal instrumento para controlar la delincuencia, y reaccionar modificando una legislación general frente a circunstancias coyunturales, sobre todo si éstos no se refieren propiamente a un problema de libertad provisional, sino de libertad por falta de méritos.





	En seguida, la Comisión y los señores representantes del Ejecutivo coincidieron en que el cometido que se ha confiado por la Sala sólo podrá referirse a la libertad provisional, aun cuando en esa ocasión algunos HH. señores Senadores sugirieron revisar también la libertad condicional, porque este otro tema excede las ideas matrices o fundamentales que inspiran el proyecto de ley.





	Sobre esa base, la Comisión pidió su opinión a los especialistas que la asesoran en el estudio del nuevo Código Procesal Penal, que fueron invitados especialmente.





	Al respecto, el profesor Riego señaló que una vía de solución no explorada hasta ahora podría consistir en reorientar la señal que se da a la sociedad, desarrollando las otras causales de restricción a la libertad provisional que contempla la Constitución, esto es, el peligro para las víctimas y el entorpecimiento de la investigación.  Hizo presente que ello debería hacerse siempre como orientaciones, dado que, por mandato de la propia Carta Fundamental, es el juez quien finalmente debe decidir.





	El profesor Tavolari consideró que es claro que toda persona tiene derecho a esperar su condena en libertad, salvo que, por excepción, el tribunal estime que su libertad es peligrosa en los términos del referente constitucional, esto es, la calificación de las circunstancias que obstan a la libertad la hace el juez. El legislador podrá sugerir criterios, pero debe cuidarse de reemplazar al juez en la valoración.





	El profesor Bofill, por su parte, estimó que es difícil compatibilizar los criterios del Código Procesal Penal con la situación actual, porque se estructuran en forma diferente: mientras hoy la ley contempla iguales reacciones de los órganos del Estado frente a todo delito, el nuevo Código entrega soluciones distintas para los delitos según su gravedad, la reincidencia, etc. Pero no se puede plantear los mismos tipos de soluciones en este proyecto de ley, porque el sistema no los contempla.  Juzgó que las normas sobre libertad provisional ya son suficientemente duras, y que lo que a veces es cuestionable es la aplicación que de ellas se hace.  Coincidió con el profesor Riego en tratar de enfatizar la protección de la víctima y de la investigación.





	Sin perjuicio del precedente intercambio de ideas, la Comisión ofició a todos los HH. señores Senadores, para informarles que había iniciado el cumplimiento de su cometido, y solicitarles sus planteamientos o sugerencias concretas sobre el particular.








Artículo 1º





	Modifica los artículos 361 y 363 del Código de Procedimiento Penal.





	La Comisión estuvo de acuerdo en enfocar su trabajo hacia un robustecimiento de las orientaciones que se dan al juez en el artículo 363, para la aplicación de las circunstancias que debe considerar al resolver sobre la libertad provisional.





	Respecto del primer punto, sobre la necesidad de la detención o prisión preventiva para el éxito de las investigaciones, el Ministerio de Justicia hizo una proposición para incorporar en el artículo 363 del Código de Procedimiento Penal un inciso segundo nuevo, que recoge el criterio del nuevo Código Procesal Penal.





	En virtud de ese precepto, se entenderá que la prisión preventiva es indispensable para el éxito de las investigaciones cuando existiere sospecha grave y fundada de que el imputado pudiere obstaculizar la investigación mediante la destrucción, modificación, ocultación o falsificación de elementos de prueba; o cuando pudiere inducir a coimputados, testigos, peritos o terceros para que informen falsamente o se comporten de manera desleal o reticente.





	El profesor Bofill compartió la propuesta, explicando que tradicionalmente se ha entendido que la libertad del imputado afecta el éxito de las investigaciones cuando hay diligencias pendientes o una investigación incompleta.  Sin embargo, el verdadero sentido de la regla constitucional es que la prisión preventiva se justifica cuando el imputado, activamente, puede obstaculizar la investigación perjudicando los medios de prueba, lo que, entre otros aspectos, tiene íntima relación con las amenazas y actos de amedrentamiento que ejecute sobre los testigos o la víctima.  Por eso, fue de parecer que la sugerencia contribuiría a dar solución a los problemas puntuales que se viven y define exactamente lo que debe protegerse respecto de la investigación. 





	El H. Senador señor Hamilton manifestó sus dudas acerca de una posible inconstitucionalidad de esta norma, porque, al decir “se entenderá”, obliga al juez a entender que en estos casos la prisión preventiva es indispensable para el éxito de la investigación.  En esa medida, al imponer tal conclusión, el legislador está sustituyendo al juez en la apreciación de los hechos.





	En el seno de la Comisión se coincidió en que no es así, porque quien debe tener la sospecha grave y fundada es el juez; él debe hacer la evaluación que le permita razonablemente llegar a esa conclusión.








	Con todo, para disipar cualquier duda sobre el particular, se convino en señalar que el efecto de la norma se producirá “cuando el juez considerare que existe sospecha grave y fundada”.





	Hubo consenso, al mismo tiempo, en que el juez deba ejercer su atribución para ponderar los hechos únicamente respecto de aquellos que se consignan en el nuevo precepto, que son los que determinan el éxito de la investigación, en lo que atañe a las conductas del inculpado que pueden afectarlo.





	Pareció a la Comisión indudable que, si se trata de determinar la medida en que la detención o la prisión preventiva de una persona sea necesaria para las investigaciones del sumario, no pueden considerarse factores ajenos a los actos que ella misma pudiera realizar para perjudicarlas.  Esas eventuales conductas son las que enuncia la propuesta del Ministerio de Justicia, y por ello la Comisión decidió encabezarla con el adverbio “sólo”.





	Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión quiso prever la posibilidad de que las maniobras de entorpecimiento que se mencionan en la primera parte, referidas en general a los medios de prueba, no fuesen las únicas.  Con tal propósito, decidió darles carácter meramente ejemplar, pero al mismo tiempo, para dejar claro que estas maniobras deben revestir cierta significación similar a los casos que se mencionan, se resolvió consignar la expresión “conductas tales como”.





	Por otra parte, algunos HH. señores miembros de la Comisión hicieron presente la necesidad de armonizar el inciso primero del artículo 363, que exige que la detención o prisión sea “estrictamente indispensable para el éxito de diligencias precisas y determinadas de la investigación”, con el inciso propuesto por el Ejecutivo, que exige que la prisión preventiva sea “indispensable para el éxito de las investigaciones”, y de ambas reglas con el precepto constitucional, en virtud del cual la detención o prisión preventiva debe ser “necesaria para las investigaciones del sumario”.





	Se produjo acuerdo en cuanto a la conveniencia de uniformar criterios en torno a la redacción de la Carta Fundamental, teniendo en vista que el propósito del legislador, al imponer requisitos más estrictos para que pudiese denegarse la libertad provisional por este concepto, fue precisamente reducir el desmesurado alcance que, en el hecho, los tribunales estaban dando a la necesidad de las investigaciones del sumario.





	Con la precisión que se hace en el nuevo inciso, en el sentido de que aquélla sólo se refiere a eventuales actuaciones del inculpado que pudiesen obstaculizar la investigación –sobre cuya realización exista sospecha grave y fundada-, en alguno de los dos órdenes de materia que se señala, resultan innecesarias las precauciones del inciso primero del artículo 363.  Además, ellas no dan cuenta de lo que significa realmente afectar el éxito de la investigación, porque si lo que está ocurriendo, por ejemplo, es que se amedrente a testigos, éstos no se van a presentar ante el juez, quien desconocerá esa circunstancia y, por lo mismo, no podrá decretar las diligencias precisas y determinadas de investigación aludidas en el precepto.





	Por estas razones se acordó, al mismo tiempo, modificar el inciso primero del artículo 363, para permitir que se deniegue la libertad provisional, cuando la detención o prisión preventiva sea estimada por el juez como necesaria para el éxito de las investigaciones del sumario, entendida esta circunstancia del modo que se especifica en el inciso siguiente.





	- Los acuerdos se adoptaron por unanimidad, con los votos de los HH. Senadores señores Díez, Fernández, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo.





	Respecto del inciso segundo, sobre el peligro para la seguridad de la sociedad, la Comisión analizó distintas posibilidades, comenzando por la idea de volver a una norma similar al artículo 363 vigente hasta el año 1991, en que fue modificado por las denominadas “Leyes Cumplido”.





	El H. Senador señor Zurita señaló que dicha norma operaba básicamente con el concepto de alarma pública, entendido no como la publicidad que recibía el hecho, sino como el temor del ciudadano común de ser víctima de un delito, que es exactamente lo que ocurre en la actualidad.  Indicó Su Señoría que, por muy criteriosos que sean en general los jueces, son humanos y pueden cometer yerros, debido a lo cual es conveniente darles parámetros por los cuales regirse.





	El H. Senador señor Fernández acotó que el problema del antiguo artículo 363 es que establecía criterios legales de peligrosidad, en circunstancias que el peligro debe determinarse de acuerdo a las circunstancias personales de cada individuo. Se manifestó partidario de no enumerar delitos, porque sería necesario incluir al menos todos los que conlleven pena de crimen.





	Indicó el profesor Bofill que los delitos y circunstancias que contemplaba el artículo 363 antiguo resultan poco aplicables, porque recogen casos de “delincuencia dura” en los que, salvo error de criterio, normalmente los procesados no obtienen su libertad provisional. Advirtió que con los catálogos de delitos se corre el grave riesgo de dejar fuera otros de igual o mayor gravedad, y que la idea que los sustenta, cual es la gravedad de la pena asignada al delito ya está recogida, en forma más amplia, en el artículo que aprobó la Comisión en su segundo informe.





	El H. Senador señor Böeninger manifestó que compartía la inquietud de que se incorpore en la ley la mención de algunos delitos, porque los delitos más temidos por la población van cambiando a través del tiempo.  Hoy en día son los que se relacionan con la droga, pero existen también otros de mayor gravedad, que, sólo por su menor ocurrencia, no generan tanta alarma.





	El H. Senador señor Viera-Gallo también se mostró contrario a mencionar delitos en particular, porque en el curso del proceso puede desvirtuarse la imputación y, no obstante, el procesado ya habría sufrido las consecuencias de la prisión preventiva.  Por ello no le parece aceptable la sola imputación de un delito, incluso tratándose de aquellos particularmente reprochables, como los de narcotráfico.





	El H. Senador señor Hamilton hizo la salvedad que los casos de tráfico de drogas, que han preocupado especialmente a la ciudadanía y a la Sala del Senado, están considerados en la circunstancia relativa a la gravedad de la pena, y los casos de consumidores o los denominados “microtraficantes”, en que la pena puede ser relativamente baja, quedarían en la norma incorporada como nuevo inciso segundo, en tanto se tema que obstaculicen la investigación.





	El señor Subsecretario del Interior manifestó su discrepancia respecto de diferenciar entre “narcotraficantes” y “microtraficantes”, porque ejecutan una misma conducta. El tráfico de drogas es una larga cadena que comienza con pocas personas que ingresan grandes cantidades y se va disgregando hasta llegar a muchas personas que distribuyen  pequeñas cantidades. A su juicio, no es posible distinguir el grado de peligrosidad considerando las cantidades de droga que se encuentre en poder de las personas, porque pueden vender muchas veces altas cantidades, pero fraccionadas en pequeñas dosis.  Recordó que hay pendiente una modificación a la ley de drogas que permitiría considerar todos los aspectos.


 


	El H. Senador señor Fernández hizo presente que lo que el juez debe prever es la conducta futura del imputado -es decir, si dejarlo en libertad significará peligro para la seguridad de la sociedad-, porque respecto de la conducta pasada deberá pronunciarse en la sentencia. Puede tratarse de un delito gravísimo pero que no exista peligro de reincidencia, porque se cometió en circunstancias muy precisas o ha transcurrido un tiempo muy prolongado sin que haya vuelto a delinquir, y, en cambio hay otros delitos de aparente menor gravedad, cuyos autores los perpetran con frecuencia.





	El profesor Riego señaló que las nóminas de delitos presentan dos problemas: por una parte, como la consecuencia es grave, los jueces tienden a evitar el procesamiento y suben los estándares  para la declaración de reo por esos delitos; por otra parte, una causal tan rígida como el peligro para la seguridad de la sociedad lleva a resoluciones que son, desde un punto de vista lógico, contradictorias, porque primero el juez dejará al inculpado  en prisión preventiva y luego, dentro de algunos meses, sin que hayan variado las circunstancias, lo va a dejar en libertad, puesto que de lo contrario, considerando lo prolongado de los procesos, se transformarían en delitos inexcarcelables. A su juicio, las circunstancias deben ser más flexibles, para que le permitan al juez ir evaluándolas en el tiempo.





	Disintió de esa opinión el señor Subsecretario del Interior, indicando que eso significaría afirmar que los jueces no aplican las leyes “duras” porque tienen un criterio más “blando” que los legisladores. Por otra parte, establecer criterios más duros permitiría detectar fácilmente a los jueces que no aplican la norma, y, si se puede fiscalizar la labor del Congreso y del Presidente de la República, no divisó por qué motivo no se podría fiscalizar la labor de los jueces.





	- Sometida a votación la idea de incluir una nómina de delitos cuya comisión tendría que son especialmente considerada por el juez para determinar la existencia de peligro para la seguridad de la sociedad, se rechazó por tres votos en contra y uno a favor. Votaron por el rechazo los HH. Senadores señores Díez, Hamilton y Viera-Gallo, en tanto que el H. Senador señor Larraín lo hizo a favor.





	Se debatió a continuación la incorporación de una circunstancia que recoja la idea de la multiplicidad de hechores, o del concierto previo, para referirse al caso de la actuación en grupos o pandillas.





	El señor Troncoso indicó que le parecía un criterio complejo de aplicar, si no se diferencia la gravedad de los hechos y el grado de participación que le cupo a cada uno de los procesados.





	El H. Senador señor Boeninger se declaró partidario de que se considere la habitualidad con que actúen las pandillas, es decir el hecho de que sus partícipes se concierten previamente, para desincentivar la proliferación de bandas.





	El profesor Bofill manifestó que esta circunstancia ya está considerada como agravante especial en los delitos de robo y hurto, que son los de mayor frecuencia, en el número 3º del artículo 456 bis del Código Penal, que señala como agravante la de “ser dos o más los malhechores”.  Por otra parte, el artículo 12 del mismo Código contempla, en sus números 1, 6 y especialmente 11, agravantes generales que operan en torno a la actuación “sobre seguro”, o de abusar de la superioridad de fuerzas, de asegurar la impunidad, es decir, de dejar al ofendido indefenso y sin probabilidades de repeler la ofensa respectivamente.





	No vio la razón para incorporar estas agravantes como elementos a tener en consideración para denegar la libertad provisional, y no considerar otras agravantes de igual o mayor importancia.  La proposición significaría, en alguna medida, volver al criterio de la Ley de Estados Antisociales.  Añadió que, desde otro punto de vista, la consideración dos veces de un mismo hecho, esto es, como elemento para denegar la libertad provisional, y como agravante de la pena, quebranta el principio “ne bis in idem”, ya que se transforma la prisión preventiva en pena.





	El profesor Riego coincidió con esta apreciación y agregó que, como se trata de un juicio sobre el comportamiento futuro, el peligro que pueden significar las pandillas estaría inserto dentro de la causal de peligro para la seguridad de la víctima.





	El H. Senador señor Larraín manifestó que es posible que los que actúen en grupos, individualmente considerados, no sean peligrosos, pero unidos a los demás sí lo sean.





	El H. Senador señor Díez opinó que no advertía incompatibilidad entre considerar una misma circunstancia para resolver sobre la libertad provisional de un detenido o preso, y para determinar en la sentencia la pena que le sea aplicable, porque son dos situaciones distintas.  Estimó necesario incluir la pertenencia a una pandilla, bajo la fórmula que se considere más apropiada, partiendo de la base de que en definitiva el juez resolverá, en cada caso, si es un elemento determinante para conceder la libertad provisional.





	El H. Senador señor Hamilton destacó que, aunque estén procesados todos como autores, es preciso discriminar entre los jefes o cabecillas y los primerizos, para los cuales la peor solución es la cárcel.  Eso no se consigue dándoles un mismo tratamiento.





	- Sometida a votación la circunstancia de actuar en grupos o pandillas, que se redactaría en los términos que se conviniesen con posterioridad, se produjo un empate. A favor de su inclusión se manifestaron los HH. Senadores señores Díez y Larraín, y en contra lo hicieron los HH. Senadores señores Hamilton y Viera-Gallo.





	Repetida la votación, se produjo el mismo resultado.





	En la sesión siguiente, el H. Senador señor Zurita expresó que, en su opinión, la pluralidad de malhechores del artículo 456 bis, Nº 3, y las agravantes generales del artículo 12 del Código Penal cubren perfectamente la situación de las pandillas. Se subentiende que, al estar configurada la agravante en virtud de alguna de esas disposiciones, ésta influye en la determinación concreta de la pena, situación ya incorporada en el inciso segundo del artículo 363, al mencionar “la gravedad de la pena asignada al delito” entre las circunstancias a que debe atenderse para otorgar o denegar la libertad provisional, y por lo tanto, es innecesaria su repetición.





	Por otra parte, agregó que la mención de circunstancias muy específicas conlleva el peligro de que se interpreten en forma restrictiva y, si faltare un elemento, a que se entienda que no se configuran.





	- Puesta nuevamente en votación la inclusión de esta circunstancia, fue rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votaron por el rechazo los HH. Senadores señores Hamilton, Viera-Gallo y Zurita, y a favor lo hicieron los HH. Senadores señores Díez y Larraín.





	La Comisión, por unanimidad, acordó dejar constancia de que el rechazo obedeció a que la circunstancia consistente en “la gravedad de la pena asignada al delito”, incorporada en el inciso segundo, se refiere a la estimación de la pena concreta que podría aplicársele al sujeto en el evento de ser condenado y no a la pena abstracta contemplada en la ley para el hecho punible.  En consecuencia, será preciso tomar en consideración la actuación en grupos o pandillas, en la medida que configurará alguna de las circunstancias agravantes ya aludidas.





	Respecto del inciso tercero del artículo 363, sobre el peligro para la seguridad de la víctima, el Ejecutivo propuso una redacción que extiende la protección a la familia de la víctima; incluye un procedimiento para que tanto los jueces como la policía, al recibir la denuncia, pregunten acerca de la necesidad de protección y los antecedentes que la justifican; faculta al juez para pedir siempre información complementaria a la policía y cuando los antecedentes del proceso lo justifiquen, para decretar medidas de protección  del ofendido o de los testigos.





	La norma propuesta en reemplazo del actual inciso tercero del artículo 363 fue del tenor siguiente: “Se entenderá que la seguridad de la víctima del delito se encuentra en peligro por la libertad del detenido o preso cuando existan antecedentes calificados que permitan presumir que éste realizará atentados en contra del primero o de su familia.  Tanto el juez, en el momento de la declaración o ratificación, como los agentes policiales al momento de la denuncia, preguntarán a quien apareciere como ofendido por el delito acerca de la necesidad de protección que éste pudiere tener y acerca de los antecedentes concretos que la justificaren, tales como amenazas, relaciones de vecindad o convivencia con el imputado u otras relevantes.





	El juez podrá siempre solicitar a la policía información complementaria acerca de las circunstancias mencionadas en el inciso anterior.  Cuando los antecedentes del proceso lo justificaren, el juez podrá decretar medidas de protección del ofendido o de los testigos.”





	Explicó el profesor Riego esa propuesta, manifestando que la posibilidad real de las personas de hacerle saber al juez  las amenazas que reciban es remota, porque, no sólo para los legos, el sumario criminal representa un muro casi infranqueable.  Por eso se establece un mecanismo para que esa información le sea proporcionada, fundamentalmente a través de la policía, a la cual se le hace la denuncia.





	Añadió que la regla podría complementarse también con medidas intermedias de protección que no necesariamente conlleven la prisión preventiva, como, por ejemplo, la prohibición de acercarse a la víctima.





	El H. Senador señor Larraín también propuso agregar en el inciso tercero a los familiares, pero enunciándolos, y señalar que las amenazas le pueden constar al juez por cualquier medio.





	El texto que sugirió, para adicionar al actual precepto, fue el siguiente: “o cuando la víctima, su cónyuge o ascendientes o colaterales hasta segundo grado por consanguinidad o afinidad hubieren sido objeto de amenazas del detenido o preso, por sí o por interpósita persona.  Para la aplicación de esta norma, bastará que las amenazas consten al tribunal por cualquier medio, sin perjuicio de la responsabilidad del que realiza las amenazas por el delito que corresponda.”.





	Los HH. Senadores señores Hamilton y Viera-Gallo estimaron que el procedimiento propuesto por el Ejecutivo es engorroso, y significa desconocer las dificultades que caracterizan la convivencia diaria en algunos sectores populares. En ocasiones, ella es de tal índole que es habitual que se profieran expresiones verbales agresivas en algún momento de ofuscación, de modo tal que habría gente que prácticamente no podría salir nunca en libertad, porque las expresó y vive al frente o al lado del ofendido o de su familia.





	Declararon que preferían la fórmula del H. Senador señor Larraín, en orden a consignar que el tribunal puede tomar conocimiento de esos actos de amedrentamiento por cualquier medio, pero evitando el uso del concepto de “amenazas”, para evitar que sólo se entienda referida a la conducta descrita y penada en los artículos 296 y 297 del Código punitivo.





	El H. Senador señor Díez, por el contrario, estimó que era razonable la propuesta del Ejecutivo, porque asegura que le llegue al juez la información, para que pueda evaluarla.  A su juicio, de esa manera se produce una tranquilidad en la víctima, y el inculpado recibe una advertencia clara.





	- Se sometió a votación la inclusión del procedimiento propuesto por el Ejecutivo, lo que resultó rechazado por tres votos en contra y uno a favor. Votaron por el rechazo los HH. Senadores señores Hamilton, Larraín y Viera-Gallo; en tanto el H. Senador señor Díez lo votó favorablemente.





	- Atendido ese resultado, se acogió la indicación del H. Senador señor Larraín en el sentido de permitir que el juez tome conocimiento “por cualquier medio” de los antecedentes calificados que le permitirán presumir la posibilidad de que el detenido o preso atente en contra del ofendido.  Así se resolvió por la unanimidad de los HH. Senadores señores Díez, Hamilton, Larraín y Viera-Gallo.





	- También por la misma unanimidad, se decidió incluir al “grupo familiar” entre los sujetos pasivos de ese eventual atentado, dejándose constancia que incluye a las personas más inmediatas afectivamente a la víctima, independientemente del grado de parentesco que tengan con ella.





	- De igual manera, fue aceptada la propuesta del Ejecutivo de excluir el calificativo de “grave” al atentado que podría realizar el detenido o preso contra la víctima o su grupo familiar, por constituir una exigencia que debilita la protección de éstos, y ser suficiente el requisito de mediar antecedentes calificados para resguardar la libertad de aquél.





	El H. Senador señor Hamilton propuso introducir una norma que establezca un plazo límite a la duración de la prisión preventiva, en relación con la condena que pudiera corresponder por el delito.





	Sugirió señalar que la prisión preventiva no podrá extenderse más allá de la mitad del tiempo de presidio o reclusión que le correspondería cumplir al procesado por el delito que se le imputa, en el evento de ser condenado.





	- Puesta en votación la propuesta, fue rechazada por dos votos en contra, uno a favor y una abstención. En contra lo hicieron los HH. Senadores señores Díez y Larraín, a favor lo hizo su autor, en tanto que el H. Senador señor Viera-Gallo se abstuvo. 








Artículo 2º





	Modifica el Código Orgánico de Tribunales, en lo relativo a la radicación de los procesos en que se solicita la libertad provisional.





	El H. Senador señor Larraín propuso introducir una modificación al artículo 586 del referido Código, el cual señala las estadísticas y datos de causas que bimensualmente deben enviar los jueces del crimen a la Corte de Apelaciones, para incorporar la obligación de informar las libertades provisionales que hubieren concedido o denegado, con indicación de los antecedentes que las hubieren motivado, los delitos en que inciden y si el imputado se encontrare en alguna de las situaciones que deben considerarse para determinar la existencia de peligro para la seguridad de la sociedad.





	La sugerencia era del siguiente tenor: “Introdúcense las siguientes modificaciones al número 3 del artículo 586 del Código Orgánico de Tribunales: reemplácese la conjunción “y” a continuación del sustantivo “causa” por una coma (,), reemplácese la coma (,) a continuación del adjetivo “sufriere” por un punto y coma (;), elimínese la conjunción “y” que le sigue, y agréguese la siguiente frase final “las libertades provisionales que hubiere concedido o denegado con indicación de los motivos que hubieren motivado tales decisiones, los delitos en que ella incidiere y si el imputado se encontrare en alguna de las circunstancias previstas en el inciso segundo del artículo 363 del Código de Procedimiento Penal; y”.”





	Explicó su autor que esta norma pretende darle mayor transparencia al sistema y que la Corte pueda ejercer un control más efectivo. 





	Observó el profesor Riego que este sería un control abstracto, porque son cifras que no reflejarían las complejidades de cada caso, y no darían cuenta del mérito del proceso.





	- Se puso en votación esta propuesta, produciéndose un empate. A favor de acogerla se manifestaron los HH. Senadores señores Díez y Larraín, y en contra lo hicieron los HH. Senadores señores Hamilton y Viera-Gallo.





	Repetida la votación, se produjo el mismo resultado.





	En la sesión siguiente, el H. Senador señor Zurita consideró que esta exigencia sería una sobrecarga adicional a los jueces del crimen, que conlleva los mismos problemas de que adolece en la actualidad el informe bimensual de causas. Agregó que no se puede juzgar a los jueces por ser, estadísticamente, más o menos benévolos en el otorgamiento de libertades, porque son ellos los que conocen las circunstancias particulares de cada caso y las ponderan desde un punto de vista jurídico.





	- Sometida nuevamente a votación, la sugerencia fue rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votaron por el rechazo los HH. Senadores señores Hamilton, Viera-Gallo y Zurita.  A favor lo hicieron los HH. Senadores señores Díez y Larraín.





- - -








MODIFICACIONES





	En consecuencia, vuestra Comisión de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento os propone introducir en el proyecto de ley las siguientes modificaciones, adicionales a la contemplada en nuestro segundo informe:





Artículo 1º





	Incorporar los siguientes números 2 y 3, nuevos, pasando el actual número 2 a ser número 4:


	“2) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 363, la frase “estrictamente indispensable para el éxito de diligencias precisas y determinadas de la investigación” por “como necesaria para el éxito de las investigaciones del sumario”.


	3) Intercálase, a continuación del inciso primero del artículo 363, el siguiente inciso, nuevo:


	“Se entenderá que la detención o prisión preventiva es necesaria para el éxito de las investigaciones, sólo cuando el juez considerare que existe sospecha grave y fundada de que el imputado pudiere obstaculizar la investigación, mediante conductas tales como la destrucción, modificación, ocultación o falsificación de elementos de prueba; o cuando pudiere inducir a coimputados, testigos, peritos o terceros para que informen falsamente o se comporten de manera desleal o reticente.”.”





	Intercalar el siguiente número 5, nuevo, pasando los actuales números 3 y 4 a ser 6 y 7:


	“5) Reemplázase el inciso tercero del artículo 363 por el siguiente:


	“Se entenderá que la seguridad de la víctima del delito se encuentra en peligro por la libertad del detenido o preso cuando existan antecedentes calificados que permitan presumir que éste pueda realizar atentados en contra de ella o de su grupo familiar.  Para la aplicación de esta norma, bastará que esos antecedentes le consten al juez por cualquier medio.”.





- - -








TEXTO





	De aprobarse las modificaciones precedentes y considerando las normas ya aprobadas por la Sala, el texto del proyecto quedaría como sigue:








PROYECTO DE LEY:





	“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código de Procedimiento Penal:


	1) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 361 por el siguiente:


	“En este caso, la resolución que otorgue la libertad provisional será fundada, sobre la base de los antecedentes de hecho y derecho que existan en el proceso, y deberá consultarse al tribunal de alzada que corresponda. Dicho tribunal resolverá la respectiva consulta, o apelación en su caso, por resolución también fundada.”.


	2) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 363, la frase “estrictamente indispensable para el éxito de diligencias precisas y determinadas de la investigación” por “como necesaria para el éxito de las investigaciones del sumario”.


	3) Intercálase, a continuación del inciso primero del artículo 363, el siguiente inciso, nuevo:


	“Se entenderá que la detención o prisión preventiva es necesaria para el éxito de las investigaciones, sólo cuando el juez considerare que existe sospecha grave y fundada de que el imputado pudiere obstaculizar la investigación, mediante conductas tales como la destrucción, modificación, ocultación o falsificación de elementos de prueba; o cuando pudiere inducir a coimputados, testigos, peritos o terceros para que informen falsamente o se comporten de manera desleal o reticente.”.





	4) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 363 por el siguiente:


	“Para estimar si la libertad del imputado resulta o no peligrosa para la seguridad de la sociedad, el juez deberá considerar especialmente alguna de las siguientes circunstancias: la gravedad de la pena asignada al delito; el número de delitos que se le imputare y el carácter de los mismos; la existencia de procesos pendientes; el hecho de encontrarse sujeto a alguna medida cautelar personal, en libertad condicional o gozando de alguno de los beneficios contemplados en la ley N° 18.216, y la existencia de condenas anteriores cuyo cumplimiento se encontrare pendiente, atendiendo a la gravedad de los delitos de que trataren.”.





	5) Reemplázase el inciso tercero del artículo 363 por el siguiente:


	“Se entenderá que la seguridad de la víctima del delito se encuentra en peligro por la libertad del detenido o preso cuando existan antecedentes calificados que permitan presumir que éste pueda realizar atentados en contra de ella o de su grupo familiar.  Para la aplicación de esta norma, bastará que esos antecedentes le consten al juez por cualquier medio.”





	6) Sustitúyese el inciso quinto del artículo 363 por el siguiente:


	“Para conceder la libertad provisional en los casos a que se refiere este artículo, el tribunal deberá requerir los antecedentes del detenido o preso al Servicio de Registro Civil e Identificación por el medio escrito u oral que estime más conveniente y expedito. El Servicio de Registro Civil e Identificación estará obligado a proporcionar de inmediato la información pertinente, usando el medio más expedito y rápido para ello, sin perjuicio de remitir con posterioridad los antecedentes correspondientes.”.





	7)Sustitúyese el inciso sexto del artículo 363 por el siguiente:


	“Sólo estarán autorizados a solicitar oralmente la información mencionada el juez o el secretario letrado del tribunal, dejándose testimonio en el proceso de la fecha y forma en que se requirió el informe respectivo y, si la respuesta es oral, señalará además su fecha de recepción, la individualización de la persona que la emitió y su tenor.”.





	Artículo 2º.- Intercálase, en el artículo 69 del Código Orgánico de Tribunales, a continuación del inciso cuarto, el siguiente inciso quinto nuevo, pasando los actuales incisos quinto y sexto a ser sexto y séptimo, respectivamente:





	“La radicación señalada en el inciso precedente operará incluso si no se procediere a la vista de la causa por desistimiento del recurrente o por cualquier otro motivo.”.”





- - -








	Acordado en sesiones de fechas 9, 16 y 17 de noviembre de 1999, con asistencia de los HH. Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Sergio Díez Urzúa, Juan Hamilton Depassier, José Antonio Viera-Gallo Quesney (Edgardo Böeninger Kausel) y Enrique Zurita Camps (Sergio Fernández Fernández).





	Sala de la Comisión, a 30 de noviembre de 1999.















































			          JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA


			                          Secretario
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RESEÑA








I.	BOLETÍN Nº: 2.176-07.





II.	MATERIA: Proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Penal para perfeccionar las normas sobre libertad provisional y proteger a las personas ante la delincuencia.





III.	ORIGEN: Moción de HH. señores Diputados.





IV.	TRAMITE CONSTITUCIONAL: Segundo trámite.





APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: Aprobado en general por 71 votos a favor, 16 en contra y 3 abstenciones.





VI.	INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 6 de julio de 1999.





VII.	TRAMITE REGLAMENTARIO: Segundo informe, complementario.





VIII.	URGENCIA: Suma urgencia.





IX.	LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: Artículos 361 y 363 del Código de Procedimiento Penal y artículo 69 del Código Orgánico de Tribunales.





ESTRUCTURA DEL PROYECTO PROPUESTO: El proyecto consta de dos artículos, el primero de ellos dividido en siete numerales.





XI.	PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN:





	1.- Se mantienen los objetivos del segundo informe, cuales son:


a)	Hacer más exhaustivo el examen de los antecedentes que deben tenerse en vista para el otorgamiento de la libertad provisional, a través de la obligación de fundamentar el fallo; de considerar especialmente las circunstancias que menciona la ley; de requerir necesariamente en forma previa los antecedentes del detenido o preso al Servicio de Registro Civil, y de limitar la posibilidad de que se efectúe ese requerimiento en forma oral sólo por el juez y el secretario letrado.


b)	Radicar las causas en la sala de la Corte de Apelaciones que se haya designado por primera vez para conocer de la libertad provisional, incluso si no se procediere a la vista de la causa por desistimiento del recurrente o por cualquier otro motivo.





	2.- Se añaden los dos siguientes:


Precisar los casos en que debe entenderse que la detención o prisión preventiva es necesaria para el éxito de las investigaciones del sumario, refiriéndolos determinadamente a los actos que el inculpado pudiere realizar para obstaculizarlas, entre ellos los que ejecute sobre coimputados, testigos, peritos o terceros (Nºs. 2 y 3 nuevos del artículo 1º).


Mejorar la protección a la seguridad de la víctima del delito vía denegación de la libertad provisional del detenido o preso.  Para este efecto, se amplía a la seguridad de su grupo familiar, se elimina el requisito de ser grave el posible atentado en su contra, y se permite que le consten al juez por cualquier medio los antecedentes calificados que le permitan presumir ese eventual atentado (Nº 5 nuevo del artículo 1º).





XII.	NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: El artículo 2º es norma de carácter orgánico constitucional.





XIII.	ACUERDOS: Las modificaciones que se proponen en este informe se acordaron por unanimidad (5-0 y 4-0).














                                                      JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA


                                                                      Secretario








Valparaíso, 30 de noviembre de 1999.
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